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Madrid, 29 de abril de 1992,-P. D., el Secretario de Estado de Ha­
cienda. Antonio Zabalza Marti.-El Director general de Tributos, Migud
Cruz Amorós.

MINISTERIO
DE ECONOMIA y HACIENDA

D.RDEt:<.' de 29 de ab,:U de 1992 por la que se dispone la
eJeCUCllm de sentencia dictada en 16 de enero de 1992
por el Tribunal Supremo contra el Ri!ul Decreto
263111982, sobre el Reglamento del Impuesto so'?,,/! Socie­
dades.
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Visto el testimonio de la sentencia dictada en 16 de enero de 1992
por la Sala Tercera Je lo Contenciosa-Administrativo del Tribunal Su­
premo. en el recurso número 306.83211982 v 307.050/1983 (acumula­
do) interpuesto por la «Confederación Nacional de Entidad..:s de Pre­
visión Sodab), contra· el Real Decreto 2631J1982. de 15 d~ ,.",...tuare.
sobre el Reglame:1to del Impuesto sobre Sociedades.

Resultando que. el citado Tribunal Supremo se ha pronunci<:lt.1ü sob~;:
la cuestión debatida en los términos que se expresan en la p:.1rte dis­
positiva.

Considerando que, concurren en este caso las circunstancias previs­
tas en el articulo 105.l.a) de la Ley de 27 de diciembre de 1956.

Este Ministerio ha tenido a bien disponer la ejecución, en sus propios
términos, de la referida sentencia cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos:
Primero.-Estimar el recurso promovido por la Confederación }la·

cional de Entidades de Previsión Social contra el párrafo 2 del artículo
393 del Rcslamento dcl Impuesto sobre Sociedades, aprobado por Real
Decreto 26..,111982. de i5 de octubre, que anula por no ser .ljusrado a
derecho.

Segundo.-DesestJmar los presentes recursos contencioso-..tdministra­
tivos acumulados números 306.832 y 307.050 de 1982. en cuanto al
resto de las pretensiones deducidas por la recurrente.

Tercero.-No hacer pronunciamIento en cuanto al pago d<.: las
costas.>~

ORDEN de 3 de junio de 1992 por la que s/:' declara la
extinciónl subsiguiente cancelación de la inscripción del
Registro :special de ERtidades Aseguradoras a [a entidad
(La Providence [ARD Compagnie D.'Assurances 11 Pnm(.~
Fixes contre l'incendie. les accidenJs et les ri.;·qlles diva.,:)..
(en liquidación).

Por Orden ministerial de ! I de enero de 1985 se impuso a la entidad
«la Providencc tARD Compagnie O'Assurances a Prtmes Fix<.:s contre
l'incendie. les accidents et les risques divers)~ (en liquidación) la san·
ción de liq,uidación forzosa e intervenida prevista cn el artículo 47.
apartado 5. de la Ley de l6 de diciembre de 1954 de Ordenación del
S-cguro Privado. .

Post<:rionnenre, por rcsolución. de la Dirección General d·~ Seguros
de 25 d~ novtembre de 1985 se acordó que la .Comisión. LlqUlA3(,iqra

declara que el derecho al aprovechamiento, una vez ejecutadas las obras
de saneamiento. implica la propiedad privada del !erreno para el
conCeSli)nario por la pérdida de su condición de dominio publico. al
habersc producido una desafectación implícita del mismo (Sentencias
dd Trihunal Supremo de 23 de marzo de 1972 y 10 de noviembre
de 197t)·1.

6. Al haber tenido lugar el evento que origina esta conversión
Jurídica. es deCIr. la aprobación por la AdministraclOn de las obras
l'j('cutadas segun las actas antes rescñJ.das. la concordancia que ha de
e,,¡sur entre d Regi~lro y la realidad Jurtdica extrarreglstraL permiTe el
~K'l'l'SO :1 sus libros dc la nueva titularidad dominical. como asi se hizo
eonslJ.r en su dia ro.:specto de la tinca número 6 de la escritura calificada,
en la que se cancelaron adcmás las (,....ondiciones derivadas de la
concesión. segun manifiesta d Registrador en la nota de c;:¡lific:.1ciÓn. l'
todo ...·!iu sin jX'i]UICio del sometimiento por pane del tiwbr r-:gl"tral a
la legaildad vigente contenida en la Ley de Costas de 28 de junio
de 1988.

Esta Dirección Gencral ha acordado confirmar el auto apetaco.
Madrtd 13 de Jumo de 1992 -El DIrector general AntonIO Pau

Pcdrón.

Sr. Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León.
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VIII

Apelado el anterior auto por el Registrador. este Centro directivo. y
en base a lo eatabkcido en el articulo 124 del Reglamento Hipotecario
y en diligencia para mejor proveer, acordó le remItiera nota simple de
las inscripciones primera de las fincas 3.259 a 3.262, inclusive, ast como
de la 3.694, en donde constan las condiciones de la concesión hecha por
la Administración.

l,:oncC'sión no han sido canceladas v ateclan a todas las transmlStones de
la finca. que el supuesto de he"cha es distinto del que motivó la
Resolución de 10 de diciembre de 1977. Yque de la inscripción primera
de la finca resulta que se trata de zona marítimo-terrestre, y, finalmente.
en la Resolución de :!D de junio de 1983 se declara que no cabe que el
Registrador. en base a unu Instancia del interC'sado. pueda proceder a la
wll\crsión del contemdo del aSiento en otro de pleno dominio.

VII
El Pr.esidente del Tribunal Superior de Ca!:itilla y León revocó la nota

de-! Rcgl!:ilrador en base a que el actual supuC'Sto no se trata de la
1:.'¡l11l.'L'lación de una tJluiaridad dominical correspondiente al Estado.
,>¡no de la conversión jundica de, las concesIOnes en propiedades
p:lrllculares que ~e produce ~dp'io jUfl<¡)} por la n:alizacion de las obras
dc desecación de las marismas. segun ha declarado la Junsprudencia del
Tribunal Supremo. Sentencias de 23 de marzo de 1972 y 10 de
noviembre de 1976. y así so.: practicó en el Registro de la Propiedad
rcspeClo de la finca número 6 del documento 'c<llificado.

Fundamentos de derecho

Vistos la Ley de Aguas de 13 de junio de 1879, la Ley de Puertos de
7 de mayo de 1880 yel Real Dccreto·ley de 19 de enero de 1928. la. Ley
de 24 de julio de 1918, la Levde Patrimonio del Estado de 15 de abril
de 1964, las Leyes de Costas de 29 de abril de 1969 y 28 de julio de 1988,
las Sentencias del Tribunal Supremo (Sala Tercera) de 23 de marzo y 19
dc abril de 1972 y 10 de noviembre de 1976.los dictámenes del Consejo
de Estado de 14 de diciembre de 1949, 3 de julio de 1953 y 14 de julio
de 1966, y las Resoluciones de este Centro de 20 de diciembre de 1977
y 20 de Junio de 1983:

1. Este recurso plantea la cuestión de si puede el Registrador. en
ba~C' a una escritura otorgada unilateralmente por el titular rcgbtral de
una concesión de marismas, proceder a su conversión en inscripción dc
dominio y cancelar asimismo las condiciones establecidas. dada la
legislación vigente en la época de la concesión y las circunstancias del
supuesto reflejadas en los apartados 1 Y' JI de los hechos.

2. En el estudio y consiguiente resolución del supuesto concreto
planteado habrá de tenerse en cuenta la normativa vigente alllempo de
otorg<lrse las respectivas concesiones -Reales Ordenes de 28 de octubre
de 1925 y Real Decreto de 13 de febrero de 1926 (véase hechos)- y
aprobación de las obras de saneamiento por la Administración -actas de
10 de julio de 1930. 11 de mayo de 1934 y 7 de diciembre de 1933-,
normativa quc estaba constituida fundamentalmente por la Ley de
Aguas de 13 de junio de 1879, la Ley de Puertos de 7 de mayo de 1880,
así como la Instrucción contenida en la Real Orden de 20 de agosto de
1883. la denominada Ley Cambó de 24 de julio de 1918 y el Real
Dccreto-ley de Puertos de 19 de enero de 1928.

3. Como ya declaró la Resolución de 20 de Junio de 1983. el
disfavor que ~acia las marismas existía en el siglo pasado. por entender
que cran nocIvas para la salud pública -a diferencia de lo que sucede
actualmente, en que se piensa es un elemento ecológico que no debe ser
destruidO- motivó una política leJislativa que tendia a su desecación, y
que era fomentada por el propIo Estaóó y aparece recogida en las
disposiciones legales antes citadas, que conferían una serie de derechos
a los concesionarios, que podían llegar incluso a la adquiSIción del
dominio de los terrenos una vez desecados mediante las correspondien·
tes obras de saneamiento.

4. En efecto. el artículo 57 de la Ley de Puertos de 1880 y el articulo
21 de la Instrucción de 1883 distinguian. de una parte, entre t.::rrenos
ganados al mar, en donde, tras la realización de las obras pertinentes. se
adquiria la propiedad por el concesionario, y de otra. las marismas. en
las que se distinguía aquellas que habían sido declaradas insalubres y a
las que su desecación originaba, según el párrafo 4 del articulo 51 de la
Ley de Puertos y 6S de la ley de Aguas, una vez ejecutadas las obras ean
arreglo al proyecto aprobado por la AdministraCión. el que el titular de
la concesión adquiera el dommio de las mismas, mientras que en las
marismas no declaradas insalubres sólo se daba lugar a la perpetuidad
de la concesión (artículo 5.0 de la Ley de Puertos y 20 de la Instrucción
de 1883). Y este mismo criterio lo manteni<ln la Ll'Y de 24 de julio de
1918 y el Real Decreto~ley de 19 de enero de 1928. así como la Ley de
Costas de 26 de abril de 1969 -artículo 5.0. upurtado 3-. El criterio más
rcstrictivo comienza ya en la ley de Patrimonio del Estado de !964 Y se
acentúa en la vigente Ley de Costas de 2& de julio de 1988.

5. Diversasfuentesjuridicas.las que se pueden destacar numerosos
dictámenes d~1 Consejo de Estado, han tratado la singulandad provo­
cada por este:n~gocioJurídico conceslonal~ y una copiosa Jurisprude!1cia


